Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 10 y 19 minutos) 


- Esta representación de la Comisión de Hacienda, integrada en el día de hoy por el señor Senador Michelini y quien habla, tiene 
mucho gusto en recibir a los Representantes de la Organización de Cooperativas Odontológicas del Uruguay. Desde ya les 
agradecemos su presencia con el objetivo de brindar opiniones acerca del proyecto de ley que oportunamente comenzó a tratar 
esta Comisión y luego interrumpió, referido al Impuesto al Valor Agregado a los servicios de salud. 


SEÑOR AGUIRRE.- Soy el Presidente de OCOU. En primer lugar, agradezco a los señores Senadores por habernos dado 
audiencia para poder expresar nuestra preocupación sobre esta nueva tributación. 


La Organización de Cooperativas Odontológicas del Uruguay, OCOU, está constituida por 32 cooperativas en todo el país y cuenta 
con más de 1.100 odontólogos que prestamos asistencia a 120.000 afiliados. Queremos destacar, principalmente, que nuestra 
organización comenzó a funcionar en el año 1995, aunque había cooperativas que anteriormente estaban desarrollando su 
actividad, y logramos que una población de escasos recursos, que no tenía acceso a la odontología particular, accediera a servicios 
odontológicos normatizados, respaldados por las asociaciones gremiales, tanto la Asociación Odontológica Uruguaya como la 
Federación Odontológica del Interior. 


A grandes rasgos, voy a describir nuestro sistema. Los odontólogos trabajan en forma independiente en sus consultorios 
particulares, promocionando los afiliados individuales. De esta manera se genera un prepago, que es con lo que se sustenta la 
actividad para aquellos sectores carenciados de la población. 


Nuestra preocupación es la siguiente. El tema de que estén gravados tanto el prepago, es decir la afiliación, como el copago, que 
son los honorarios profesionales, implica que el odontólogo va a estar en una disyuntiva ante el encarecimiento de sus aranceles y 
puede dejar de promocionar esos afiliados individuales particulares hacia la cooperativa que, en definitiva, son los que solventan su 
estructura, con lo cual ésta se debilitaría. El odontólogo puede optar por atenderlos en forma particular sin gravamen. 


Tal como lo señalamos en el memorándum, nosotros no venimos a protestar por una nueva tributación por el simple hecho de no 
querer tributar; nuestra preocupación radica en que en esto va la vida de la estructura cooperativa. Es muy probable que se socave 
de tal manera que se pierdan más de 2.000 puestos de trabajo entre odontólogos, asistentes, laboratorios y personal de servicios. 
Además, habrá 120.000 personas que tendrán que recurrir a los servicios de la salud pública, encareciendo el gasto del Estado. 


A grandes rasgos, esa es nuestra posición. 


SEÑORA MORATORIO.- Soy la contadora de las Cooperativas Odontológicas Federadas del Interior, COFI, y como expresaba el 
doctor Aguirre, lo fundamental acá y la diferencia con las lAMC son las estructuras. 


Estas cooperativas básicamente ejercerían un control de la facturación de los odontólogos. Según los estatutos, los odontólogos 
facturan a través de la cooperativa y eso lleva a un reparto de utilidades al final del ejercicio. Las cooperativas ejercen un control en 
el sentido de que no existiría subfacturación, porque cada odontólogo se preocuparía por facturar hacia la cooperativa -por ser una 
cooperativa de producción- y así generar la fortaleza cooperativista. 


El insumo principal de la cooperativa hoy serían los honorarios profesionales. Con respecto al tema del IVA, como los 
cooperativistas son profesionales socios y, además, tienen independencia con relación a la cooperativa, ésta no los puede 
contratar, o sea, no tiene un IVA para descontar del servicio profesional. Por ende, el único IVA que tiene para descontar la 
cooperativa sería el de gastos menores como UTE o ANTEL, porque las estructuras de cada cooperativa no generan grandes 
costos. El costo mayor es el de cada odontólogo en su consultorio. Esa es una diferencia sustancial con las lAMC, porque ellas 
tienen todas las infraestructuras centralizadas en los costos de las mutualistas, que son muy importantes. En nuestro caso no es 
así, porque nuestra estructura como cooperativa es mínima y no tendría un costo importante para descontar. Al no tener un IVA 
para descontar, obviamente éste sería totalmente trasladable al usuario, y ahí empieza la cadena. 


SEÑOR AGUIRRE.- Esa es una diferencia con las lAMC. Ellos especifican que la cuota mutual aumentaría un 2,5%, mientras que 
en nuestro caso sería un 10% íntegro, tanto en los prepagos, o sea en las cuotas de afiliación, como en las órdenes y tickets. 


SEÑORA MORATORIO.- Hoy por hoy el IMESA, que es el 3%, fue absorbido, tanto en los prepagos por la cooperativa misma, 
como en los copagos por los propios odontólogos. Al hablar de un IVA del 10% sería distinta la situación. 


Vuelvo a repetir que en cuanto al tema de los copagos, o sea, de los honorarios, nosotros no quisiéramos que se dejara de 
promocionar a las cooperativas para derivar a los pacientes a clínicas particulares, en donde el control se pierde. En lo que tiene 
que ver con este aspecto, en la propia cooperativa, con el futuro reparto de utilidades, necesariamente todos los odontólogos se 
preocupan por seguir facturando y remitiendo sus pacientes a través de aquélla. 


SEÑORA PERDOMO..- Por otro lado, nuestras cuotas de prepago son de muy bajo costo. Pretendemos que el paciente no pague 
un servicio odontológico si no lo está utilizando; la cuota sólo es para cubrir ciertos gastos de funcionamiento. Entonces, la 
cooperativa es generadora de copagos, ya que el paciente utiliza el servicio sólo cuando lo necesita. En definitiva, el paciente hace 
uso del servicio cuando está enfermo. A este respecto, queremos decir que en el país hay un altísimo porcentaje de población 
enferma en odontología, ya que más de un 90% tiene caries y más de un 60% presenta enfermedades en las encías, pero no 
pueden atenderse por razones económicas. Por eso hemos tratado de bajar los costos. Incluso, nuestras cooperativas están 
reglamentadas como seguro parcial de salud y tienen un tope del 40% de los aranceles que fija la Asociación Odontológica. De 
todas maneras, a la población le resulta bastante difícil poder acceder a esos costos. Pensamos que si ellos aumentan en un 10%, 


va a haber un mayor porcentaje de población que no va a poder recibir asistencia odontológica y que se desplazará a Salud 
Pública, en donde -como sabemos- prácticamente sólo se realizan extracciones. Pretendemos realizar planes nacionales de salud 
para prevenir y no llegar a la patología. En algún momento se va a lograr, pero para eso es necesario atender a los pacientes. Si 
los pacientes sólo se atienden en Salud Pública, pasarán a hacerse extracciones, simplemente porque es lo único que ese servicio 
está cubriendo en este momento. Entonces, vamos a tener índices de enfermedad cada vez mayores. Eso es lo que pretendemos 
combatir, porque más allá de lo que estamos haciendo para que cada uno pueda trabajar en su consultorio, queremos sanear a la 
población, lo cual en este momento está resultando bastante difícil, y con este agregado sería prácticamente inviable. 


SEÑOR AGUIRRE.- Es importante establecer las diferencias. Nosotros estamos enmarcados legalmente dentro de los seguros 
parciales de salud, pero en realidad tenemos características particulares, porque no somos dependientes de las cooperativas; 
nadie gana un sueldo, porque el odontólogo cobra según lo que trabaje. En lo que respecta a la parte dirigencial, todos son 
honorarios. A diferencia de ello, en las I|AMC todos son dependientes y trabajan centralizadamente en la misma estructura edilicia. 
Además, por la Ordenanza N* 48/83 del Ministerio de Salud Pública, de noviembre de 1983, toda la cobertura odontológica 
realizada a través de DISSE se brinda por las lAMC y no por las cooperativas odontológicas, que serían los instrumentos idóneos 
desde el punto de vista administrativo y técnico para poder desarrollarla. 


Quiere decir que nosotros no tenemos ningún contrato con el Estado que nos permita tener una capacidad de atención masiva a la 
población. Cada afiliado nuestro se asocia "motu proprio" y elige libremente a su odontólogo. 


Son situaciones por las cuales nos vemos perjudicados al estar enmarcados dentro de esos seguros parciales de salud, que tienen 
otras referencias en cuanto a su estructura. 


Esto es lo que queríamos presentar en esta Comisión. No obstante ello, deseamos brindar algún tipo de sugerencias en cuanto a 
las soluciones que se podrían encontrar a esta problemática. Quiere decir que no sólo venimos a plantear un problema, sino que 
también proponemos una solución. Una de ellas sería, por ejemplo, seguir con un IMESA del 3% en el prepago y en el copago; otra 
alternativa podría ser desgravar totalmente el copago y aumentar el gravamen del prepago. Las cooperativas estarían dispuestas a 
asumir esos costos en el prepago si se libera de ese gravamen al copago, que es de lo que vive el odontólogo y sustenta la 
actividad de la institución, que se da a través de la promoción, desde el propio consultorio particular, en el cual el odontólogo afilia 
pacientes a la cooperativa. 


SEÑORA MORATORIO.- En cuanto a este último punto, las cooperativas estarían dispuestas a asumir esos costos, en el sentido 
de que estaría disminuyendo la cantidad de utilidades a repartir al fin del Ejercicio. Quiere decir que aceptarían cubrir el IVA del 
prepago disminuyendo las utilidades, siempre y cuando el copago esté libre de gravámenes. 


SEÑOR MICHELINI.- Independientemente de que las lAMC están obligadas a prestar un servicio odontológico -creo que eso es 
una ficción- quisiera tratar de razonar para ver si entendí bien. Hoy hay un impuesto suspendido. 


No sé cómo afecta esto al sector odontológico, pero entiendo que el sistema médico se movilizó y propuso un proyecto de ley 
alternativo. No se trata de compartirlo o no -es un problema de opiniones- pero lo que esta iniciativa dispone es que ese IVA que se 
plantea sería mejor que el sistema anterior y que ellos absorberían el costo casi en su totalidad. Por lo tanto, esto generaría un 
equilibrio en el que, si bien hay un pago, el mismo es aceptable. 


Aquí nos plantean que en el tema odontológico, y sobre todo en las cooperativas, eso no sucede así y que lo que va a generar ese 
sistema es que exista un desplazamiento de pacientes hacia la salud pública y que por lo tanto no se recaude el Impuesto. 
Además, se producirá otro desplazamiento de gente hacia la atención privada del odontólogo porque le va a resultar muy tentador 
el hecho de evadir el Impuesto. En consecuencia, tampoco se va a recaudar el Impuesto. A la vez, lo que se continúa recaudando 
por concepto de este Impuesto, no podrá sustentar el sistema de cooperativas que, a diferencia de las lAMC, pueden descontar 
una suma muy pequeña. 


En tal sentido, me gustaría saber cuál sería el volumen total de este Impuesto, que implicaría el 10 % casi completo si todos lo 
pagaran. Aclaro que, de no ser posible aportar los datos en este momento, los mismos nos podrían ser acercados por medio de la 
Secretaría en otra oportunidad. 


SEÑORA PERDOMO..- En este momento podría brindar solamente cifras promediales, pero preferiría aportar más adelante las dos 
sumas por separado, es decir, si se pagara todo el IVA del copago por un lado, y por otro la del copago más el prepago de toda la 
estructura. Esto permitiría, además, diferenciar las sugerencias que hemos planteado en el día de hoy. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creemos que si, tal como han planteado, tienen reservas respecto al proyecto de ley que disminuye el IVA 
del 23 % al 10 %, sustituyendo a su vez al IMESA, me imagino lo que pensarán sobre el IVA del 23 %, por lo que ni siquiera le 
preguntaremos su opinión en ese sentido. 


SEÑOR PERDOMO.- Quería aclarar que en los sistemas de salud médicos existe una cuota de prepago muy alta que hace que el 
mecanismo funcione, porque el sano paga los costos del enfermo. El que no utiliza el servicio, de esta manera, subvenciona lo que 
requiere el enfermo. Sin embargo, en nuestro sistema, el enfermo paga sus propios servicios y lo hace exclusivamente en el 
copago, cuando presenta alguna dolencia. Quiere decir que se trata de un impuesto directo a la patología. 


Deseo destacar nuevamente que nuestros honorarios se encuentran topeados por una ordenanza del Ministerio de Salud Pública 
que determina que solamente podemos cobrar hasta un 40 % del asesoramiento arancelario particular de la Asociación 
Odontólogica Uruguaya. De cualquier manera, aunque el Ministerio nos permitiera aumentar ese porcentaje, no habría demanda de 
servicios, ya que no tenemos socios compulsivos que se atiendan por medio de DISSE, como sucede con las lAMC, sino que 
concurren por libre elección. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos el asesoramiento que nos han brindado y quedamos a la espera de la información 
complementaria solicitada por el señor Senador Michelini y, naturalmente, la Comisión retomará el tratamiento de este proyecto de 
ley, para lo que nos mantendremos en contacto. 


(Se retira de Sala la delegación de Organización de Cooperativas Odontológicas del Uruguay) 


(Ingresa a Sala la delegación del Sindicato Médico del Uruguay) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión tiene el agrado de recibir a la delegación de Representantes de diversas profesiones 
vinculadas a los servicios de salud, en el marco del Sindicato Médico del Uruguay, la que concurrió para brindar su opinión acerca 
del proyecto de ley que se encuentra a consideración de esta Comisión sobre el Impuesto al Valor Agregado a los servicios de 
salud. 


Les agradecemos la presencia de ustedes en el seno de esta Comisión porque nos ayuda en nuestro trabajo. 


Queremos solicitarles dos favores: primero, que sean lo más sintéticos posible porque nos visitarán otras delegaciones que vienen, 
precisamente, a hablar sobre el mismo tema, al que estamos dedicados enteramente en la mañana de hoy y segundo, que se 
identifiquen antes de hacer uso de la palabra a los efectos de la toma de la versión taquigráfica. 


SEÑOR EL TERS.- Pertenezco al Sindicato Médico del Uruguay y concurro a esta Comisión junto con otros colegas de la 
Asociación Odontológica del Uruguay y de la Coordinadora de Psicólogos del Uruguay, en representación de 15 organizaciones 
que conforman la Coordinadora Intergremial de la Salud. 


Antes que nada, queremos decir que los agradecidos somos nosotros por el hecho de que esta Comisión nos reciba. Hemos tenido 
contactos con varios Legisladores en relación con la ley de equilibrio fiscal, ya que por su artículo 1% se grava con IVA a los 
profesionales de la salud. Previamente a abordar ese tema, debemos dejar en claro que en esa misma ley, en su artículo 7", ya se 
grava a los profesionales de la salud con el Impuesto a las Retribuciones Personales, pero además con una doble tributación. Es 
decir, los profesionales de la salud pagamos en la Caja de Profesionales el Impuesto a las Retribuciones Personales por un sueldo 
ficto. O sea, dicha Caja calcula que estamos facturando por una determinada cantidad de dinero y pagamos un ficto por eso. 
Aproximadamente, se trata del 10 % de un ficto que puede llegar a $ 13.000. 


Ese mismo artículo 7* también grava a los profesionales de la salud en relación de dependencia. Es decir que si trabajamos en el 
Ministerio de Salud Pública o en mutualistas, también vamos a pagar Impuesto a las Retribuciones Personales en función de la 
franja correspondiente. Sin embargo, esto tiene un agravante, porque si, por ejemplo, trabajamos en Salud Pública y recibimos un 
sueldo básico de $ 3.000, y existe una facturación llamada incentivo por otros $ 5.000 ó $ 6.000, completando así $ 8.000 o $ 
9.000, el Impuesto a las Retribuciones Personales no se paga solamente por el sueldo básico. Precisamente, el artículo 7” dice que 
en ese caso se sumarán las dos retribuciones, es decir, la básica que viene por sueldo y la facturación, y de ese total se descuenta 
el Impuesto a las Retribuciones Personales. De modo que estamos hablando de dos tributos que van a Rentas Generales. 


Ese problema se agravaría de acuerdo con lo que se establece en el artículo 1%, pues a esa facturación, en el caso del Ministerio de 
Salud Pública, que es el llamado incentivo, se le agregaría un 23 %. Los médicos que venden servicios en las mutualistas también 
estarían gravados por un 23 %. Es el caso, por ejemplo, de los odontólogos que hacen la actividad en su consultorio o en 
cooperativas, así como también el de los psicólogos y otros profesionales de la salud que venden sus servicios al resto del sistema. 


Los organismos internacionales, a los cuales el Uruguay suscribe con proyectos de prevención y promoción, aconsejan no gravar 
los servicios de salud, dado que eso aumenta notoriamente la inaccesibilidad al sistema. De lo que se trata es que los servicios de 
salud tengan el menor costo posible, de tal forma que la mayor cantidad posible de habitantes de un país pueda acceder al sistema 
correspondiente, ya sea "público o privado", dicho esto entre comillas, dado que el sistema uruguayo es fundamentalmente mutual 
y lo podríamos catalogar como casi semiprivado o semipúblico, aunque sabemos que es una terminología que no se usa 
habitualmente, pues está totalmente regulado por el Estado. Además, es un sistema solidario. 


En los planteos que hemos realizado, debemos agregar que cuando se resolvió aplicar el IVA por primera vez fue durante la 
dictadura militar. En 1985, con el primer gobierno democrático, se analiza el tema del IVA a los profesionales de la salud. En ese 
momento, el miembro que argumentó en el Senado de la República fue el doctor Jorge Batlle, convenciendo al Cuerpo que ese 
Impuesto no era conveniente en el sistema de la salud y que, en realidad, había producido un retroceso en lo que era la 
recaudación de tributos. Con la democracia se deroga el IVA y después, aproximadamente en el año 2.000, aparece otro impuesto 
de un IVA del 14 %. Luego de muchas tratativas, en un convenio entre el Poder Ejecutivo y las Cámaras empresariales, se logra 
introducir el IMESA, que es un impuesto específico que tiene algunas desventajas en relación con que el propio profesional es el 
que lo asume, dado que no tiene posibilidades de descontarlo. Además, ese impuesto generó un gasto muy importante a las 
mutualistas para poder implementarlo, ya que se tuvo que hacer una contratación de equipos económicos destinados a tales fines. 


Luego de que el Gobierno había logrado, de alguna manera, hacer que esos tributos fueran en algún momento a las arcas del 
Estado con un 3 %, aparece este proyecto en el Senado a las 15 ó 16 horas -según tenemos entendido- posteriormente a que fuera 
rechazado el impuesto al transporte. En esa tarde se vota. Tenemos entendido que no se consultó en forma muy profunda, ni 
siquiera a las autoridades del propio Ministerio de Salud Pública, pese a que esto tiene una connotación social muy importante. 


Con este impuesto se pretendía recaudar U$S 5:000.000 anuales. Aseguramos que no se va a recaudar esa cantidad y que, por el 
contrario, va a haber una enorme evasión por el simple hecho de que los pacientes no pueden pagar ese impuesto y las 
mutualistas tampoco pueden absorberlo porque atraviesan por un momento de déficit importantísimo. Además, los Ministerios, 
dado que cuando se vota la ley no se exonera a lo público, no pueden aumentar más su déficit, dado que la Cartera de Salud 
Pública, con su presupuesto y capacidad puede atender sólo a medio millón de habitantes, pero sin embargo está prestando 
asistencia a un millón y medio de personas. El Fondo Nacional de Recursos está en déficit y no podría absorber ese impuesto. 


Por lo tanto, reunidos en la Coordinadora Intergremial de la Salud, junto con las demás agrupaciones de profesionales, decidimos 
tomar la postura de que era un impuesto realmente negativo en todos los aspectos de la salud. Decimos esto por la rebaja salarial 
importantísima que va a generar a cada uno de los profesionales de la salud, que en algunos casos puede llegar al 40 %, si 
además le sumamos los dos tributos de Impuesto a las Retribuciones Personales, que en algún momento creemos que el poder 
político de este país tendrá que solucionar, tal vez a través de una sola vía de tributación que sea lo más justa posible. Por el 
camino debe quedar la argumentación de que hay médicos que ganan $ 200.000 mensuales, o también citarse el caso de algún 
odontólogo o algún psicólogo, lo cual no podemos negar, pero son casos excepcionales y muy contados. También existen 
profesionales o empresarios que ganan eso. Obviamente, lo justo sería que cada uno tributara por lo que gana, porque esa sería la 
forma más solidaria de contribuir con los gastos del Estado. 


Estamos planteando que se derogue el artículo 1% que refiere a la aplicación del IVA sobre los servicios de salud, dado que 
actualmente existe una enorme crisis en ese sector, que se ha agravado y prácticamente estamos determinando la emergencia 
sanitaria nacional. 


Precisamente, le hemos ofrecido al Ministerio de Salud Pública integrar una mesa con todos los actores del sector, en la que 
estarían, por ejemplo, la Facultad de Medicina, el Hospital de Clínicas, Sanidad Militar, Sanidad Policial, las mutualistas, el 
Sindicato Médico, la FEMI; asimismo, contaríamos con los demás profesionales, por cuanto creemos en un sistema nacional de 
salud integral donde se atienda la salud bucal, psicológica, etcétera. 


Por otra parte, quiero decir que estamos tratando de abaratar los costos y de complementar los servicios, pero si se le agrega el 
IVA a la salud, va a ser la gota que derrame el vaso y, entonces, se va a producir un colapso en muchos sistemas, sobre todo en las 
cooperativas chicas; a su vez, va a aumentar el desempleo, menos accesibilidad al sistema y, por lo tanto, creemos que se trata de 
un impuesto totalmente innecesario, que no va a recaudar y que va a perjudicar al sistema mutual y al público. Entonces, la 
propuesta inicial que venimos a plantear es que se maneje algo que ya hemos conversado con algunos señores Senadores - 
estamos autorizados a decir que el señor Senador Heber, que fue estudiante de medicina, estaría dispuesto a dar su apoyo- es 
decir, una iniciativa del Parlamento que fue elevada al Poder Ejecutivo -la que no sabemos por qué fue rechazada- tendiente a 
aumentar algún punto el IMESA, alcanzando un 5%. Tengan en cuenta que esta recaudación es segura porque este impuesto ya 
está implementado y que de esta manera se evitarían todas las otras complicaciones que implica la puesta en práctica del IVA. El 
señor Ministro Atchugarry, mostrando una mayor sensibilidad que el anterior responsable de la Cartera, entendió que este era un 
tema muy sensible y redactó un proyecto que ahora está a estudio en esta Comisión. Obviamente, esta iniciativa tiene algunos 
puntos ya no mejores, pero sí menos malos que el proyecto anterior ya aprobado por ambas Cámaras, por cuanto habla de un IVA 
menor a un 10% y de que se exonerarían los servicios públicos. De todas maneras, pensamos que este impuesto va a aumentar la 
cuota mutual en un porcentaje que ya de por sí será mayor porque los insumos que se adquieren son en dólares. Lo mismo va a 
suceder con los tiquets, lo que hará que la inaccesibilidad al sistema sea mayor. Fijense que les quisimos hacer un favor a los 
jubilados y los pusimos en DISSE, pagándoles la cuota mutual. Pero, ¿qué sucede? Antes se atendían en Salud Pública y no 
pagaban nada, pero ahora que les pagamos la cuota y no los tiquets, quizás no se asistan por no poder abonar los mismos. 
Entonces, el jubilado que, por ejemplo, es hipertenso, no puede abonar $300 o $ 400 por una mutualista, por lo tanto va a volver a 
Salud Pública. 


Este es un tema muy importante, por lo que planteamos que en lo posible se debería tratar de convencer al Ministerio de Economía 
que lo mejor sería derogar el artículo 1* y, por consiguiente, el segundo que derogaba el IMESA, manteniendo este gravamen con 
algún punto, que es la propuesta que en alguna instancia inicial se había acordado con las Cámaras empresariales. Pensamos que 
esto debería ser así porque le va a provocar un menor daño al sistema mutual y al público. 


Además, este es un IVA que no se puede descontar y, si bien en el proyecto se habla de que la mutualista va a ser la recaudadora, 
entendemos que estas no van a poder pagar todos los meses o cada dos meses a DISSE porque no tiene efectivo y no lo tendrá 
para hacerlo. Las mutualistas nos están pagando con seis, siete, ocho o diez meses de atraso y, obviamente, el Gobierno no va a 
poder recaudar este impuesto. Es más factible que lo haga a través del IMESA -dejándolo como está, porque hay una crisis enorme 
en la salud, o aumentándolo uno o dos puntos- que por medio de este proyecto aunque, insistimos, es menos malo que el anterior; 
demuestra una mayor sensibilidad social que el impuesto anterior, que a raja tabla estableció un 23% cuando en la historia del 
Uruguay nunca se habló de que los servicios de salud tuvieran un IVA con ese porcentaje, ni siquiera en la propia dictadura que se 
había establecido un impuesto del 14%. Creemos que eso fue producto de una mala información o de datos parciales, en cuanto se 
pensó que los trabajadores de la salud no aportábamos. En realidad, nosotros ya lo estamos haciendo y caemos en la franja del 
aporte del IRP pero no sólo en un lugar de trabajo, sino en cuatro o cinco. Además, nos obligan a pagar la Caja de Profesionales 
Universitarios porque de otro modo no podemos facturar. A la vez, la Caja de Profesionales Universitarios recauda el IRP para el 
Estado. 


En caso de que se siga considerando el proyecto de ley del señor Ministro Atchugarry, debemos aclarar que las franjas establecidas 
para el pago de los fictos son chicas y, por tanto, habría que aumentarlas. Además, habría que tomar en cuenta las Organizaciones 
no Gubernamentales que no son lucrativas. No puede ser que le facturemos con IVA a Organizaciones como Aldeas Infantiles; 
deberían entrar dentro del paquete que exonera a lo público, porque se trata de un tema social y estamos atravesando una enorme 
crisis. A todo eso le tendríamos que agregar lo que es la desocupación, tanto de los médicos como de otros profesionales. En esta 
oportunidad nos acompañan Representantes de los odontólogos y de los psicólogos, quienes harán uso de la palabra para dar otro 
panorama de la situación de crisis en que se encuentra el país. En esa crisis nacional la salud está a punto de colapsar totalmente. 


SEÑORA MISURRACO.- Mi compañero ya ha dado un panorama general de la situación. Ahora bien, mi profesión es 
mayoritariamente de acceso libre y, por lo tanto, se relaciona directamente con la demanda de la gente. En este momento, la 
dificultad de las personas para acceder al servicio odontológico se ha agravado mucho más. 


El impuesto del IVA realmente va a marginar muchísimo más a la población. Prácticamente hemos retrocedido a dos siglos atrás, 
en lo que había significado el avance de la odontología en este siglo. La gente solamente accede al odontólogo en su mayoría 
solamente para extraerse los dientes. Esta situación es lamentable y no podemos dejar de plantear la responsabilidad que tiene 
todo el equipo de salud en esto, más allá que nunca se ha tomado como parte de ella a la odontología. Todo esto se agrava por la 
falta de recursos humanos; digo esto porque hay una gran cantidad de odontólogos que están migrando hacia otros países. En los 
tres últimos años tenemos un 25% de declinación en la Caja de Profesionales Universitarios, alcanzando en este momento a 3.000 
odontólogos. En los últimos seis meses se fueron 300 del país y el año pasado lo hicieron 280. Aun cuando tuviéramos dinero y 
quisiéramos resolver el problema de salud bucal de la gente, sería imposible hacerlo por el tema de los recursos humanos. Poner 
un impuesto a la salud, creemos que es una irresponsabilidad de todos. 


Prácticamente estamos desesperados tratando de buscar vías para no retroceder. Lo que conseguimos en este país no es poca 
cosa, ya que hemos resuelto aspectos que otros países de América Latina tienen que solucionar como, por ejemplo, el acceso a la 
gente, los recursos humanos, los dialectos, etcétera. Nosotros que vivimos en un país con otras características, que lo tenemos 
todo resuelto en ese sentido y que llegamos a todas las personas, estamos retrocediendo porque no le podemos dar la atención 
necesaria a la gente que está preparada desde el punto de vista cultural para hacerlo. Si esto sigue así vamos a tardar muchos 
años en recuperar lo perdido, tanto en odontología como en medicina y todo aquello que atañe a la salud, ya que ésta es una sola. 


Por lo tanto, creemos que el impuesto a la salud debería ser del cero por ciento, en este momento más que nunca. Tengan en 
cuenta que la recarga en Salud Pública va a ser brutal. 


Actualmente los consultorios odontológicos están vacíos y sólo trabajan algunas cooperativas y empresas. Existen muchas centros 
odontológicos argentinos trabajando, donde se pagan honorarios de $35 la hora a sus profesionales; estamos hablando de la hora 
trabajada, por lo que si el paciente falta no se le paga. Obviamente, los consultorios cierran, porque es imposible mantenerlos. 
Además, los materiales odontológicos se han incrementado un 30% a partir de la suba del dólar. 


Se está liquidando toda una profesión y una forma de atención que, de todos modos, está perimida porque el odontólogo debería 
estar integrado al equipo de salud. Mientras no se planteen alternativas y se realice una transición, lo único que estamos haciendo 
es llevar a los uruguayos al dentista solamente para sacarse los dientes. 


Realmente, creemos que no es sostenible este impuesto y a nuestro juicio marca un desconocimiento muy grande acerca de cuál 
es la situación de cada uno de nosotros. Se supone que tenemos capacidad de aportar y buenos salarios pero, en realidad, no 
tenemos ningún tipo de seguridad, el 75% trabajamos solamente a nivel de consultas privadas, no gozamos de licencia, no 
podemos engriparnos ni cobramos aguinaldo, aunque sí debemos pagar a la Caja. 


En definitiva, esta Comisión debería entender que en este momento no puede establecerse un impuesto a la salud, porque si bien 
ya colapsó, de esta forma la vamos a empujar al derrumbe total. 


Nada más. 


SEÑORA MOLL..- En representación de los psicólogos universitarios del Uruguay, queremos señalar que compartimos totalmente lo 
manifestado por los colegas y que la situación de la psicología en nuestro país no es muy diferente a la de, por ejemplo, la 
odontología. Tenemos muchos puntos de contacto dado que la mayoría de los 4.200 colegas universitarios practicamos el libre 
ejercicio de la profesión. A su vez, nos encontramos con que hoy día la demanda de nuestros servicios es cada vez mayor debido a 
la propia situación que está pasando el país en lo que hace a la violencia urbana, familiar, al desempleo generalizado y a los 
problemas que se dan en la orientación vocacional de los jóvenes, porque no saben si estudiar lo que realmente les gusta o lo que 
piensan que les puede dar dinero en el futuro. Quiere decir que las demandas que tenemos a nivel comunitario son muchas. 
También quiero destacar que hay un nivel de subocupación de psicólogos muy importante, que alcanza el 50%. A su vez, un 25% 
están desocupados y actualmente trabajan como vendedores, promotoras o ayudantes en algún instituto de enseñanza. Cabe 
aclarar que no se trata de desvalorizar estas tareas, sino de marcar cuál es el destino de nuestros colegas. Nos encontramos con 
que la única forma de dar respuesta a la demanda existente es a través del trabajo honorario; somos los eternos trabajadores 
honorarios. El Hospital de Clínicas tiene cerca de 300 psicólogos trabajando de los cuales sólo 50 reciben una remuneración. 
Idéntica situación se da en el Hospital Pereira Rossell. 


Entonces, si a estos colegas que ya deben pagar otros impuestos y que tienen que poner dinero de su bolsillo para atender a la 
población que necesita cada vez más de los servicios psicológicos se les agrega este gravamen, creemos que la consecuencia 
será nefasta. El sistema nacional de salud mental también está a punto de colapsar porque ya no hay manera de mantener los 
consultorios ni una atención psicológica -y no hablo de psicoterapia- en situación de crisis. Tengan en cuenta que hay una enorme 
cantidad de colegas que ni siquiera pueden pagar la cuota gremial que es de $ 130. Estos se recibieron en la Facultad de 
Psicología, que tiene 6.500 alumnos con un menguado presupuesto. Quienes de allí egresan no tienen a dónde ir a trabajar, salvo 
que lo hagan en forma honoraria, con lo que se les impide seguir especializándose. 


Insisto, establecer un nuevo impuesto agrava la situación de todos los colegas, como así también la de la población. Cuando 
caminamos por la calle podemos observar muchas personas con sintomatología de que algo les está pasando: hablan solas, tienen 
muchas dificultades, etcétera. 


Tampoco debe desconocerse que los servicios públicos no dan este tipo de atención porque cada vez hay más recortes y la parte 
psicológica siempre se deja de lado como si la salud mental no fuera importante. Por ejemplo, el Hospital Vilardebó sigue 
manteniendo la misma estructura desde hace muchísimos años. 


Como decía el doctor El Ters, no podemos asumir el 23% de IVA, y tampoco puede el paciente. Nosotros estamos bajando 
honorarios e incluso en algunos casos no estamos cobrando porque somos profesionales de la salud y ese es nuestro compromiso 
con la población. Lo cierto es que no se puede seguir así. La salud mental también debe tener una respuesta que no pase 
solamente por el trabajo honorario. Como dije, la población requiere y necesita de una atención psicológica urgente porque todos 
los días escuchamos en los informativos -y hay casos que ni allí aparecen- situaciones realmente graves que son producto de 
todos estos problemas laborales que se están dando. Existe un alto índice de colegas que se están yendo del país y creemos que 
ello representa una pérdida para el Uruguay, ya sea que se trate de psicólogos, odontólogos o médicos, porque mayoritariamente 
todos nos formamos en la Universidad de la República. Es así que estamos dejando ir recursos humanos calificados que son 
necesarios a nivel comunitario, social y sanitario. 


Por lo tanto, consideramos que un impuesto más sería totalmente nefasto no sólo para nosotros, sino para toda la población. 
Estamos hablando desde un punto de vista que tiene que ver estrictamente con el compromiso social de los psicólogos con la 
población uruguaya que nos necesita. 


Pedimos a esta Comisión, que tiene a estudio este proyecto de ley de modificación de la Ley de Estabilidad Fiscal, que tome en 
cuenta estos elementos porque estamos perdiendo las posibilidades del futuro. El futuro de nuestros hijos se está yendo; la salud 
mental, bucal y médica de nuestros hijos se está yendo. Si bien nos preocupamos por nosotros, también lo hacemos por las 
generaciones que van a venir y por aquéllas que han sido más castigadas, porque las personas mayores también requieren de la 
asistencia de cualquiera de estas profesiones. 


Gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos mucho el asesoramiento brindado. Naturalmente, nos mantendremos a las órdenes durante 
el tratamiento de este proyecto de ley por si más adelante desean aportar nuevos elementos. La Comisión de Hacienda va a 


analizar con seriedad y detenimiento todos los argumentos que han planteado. 


(Se retira de Sala la delegación del Sindicato Médico del Uruguay) 


(Ingresan a Sala Representantes de la Agrupación de Cámaras de la Salud.) 
SEÑOR PRESIDENTE.- Les agradecemos vuestra presencia y les damos la bienvenida a esta Comisión de Hacienda. 


Ustedes han concurrido representando a diversas organizaciones vinculadas a la prestación de servicios de salud para darnos sus 
opiniones sobre el proyecto de ley de aplicación del Impuesto al Valor Agregado a los servicios de salud a estudio de esta 
Comisión, que fue interrumpido por otras exigencias del trabajo parlamentario y que ahora se va a retomar. 


Desde ya presento las excusas del señor Senador Correa Freitas, quien me ha pedido que lo haga porque tendrá que retirarse 
dentro de unos minutos. 


No queda otra cosa, pues, que ofrecerles la palabra. 


SEÑOR EGUREN.- Soy asesor letrado de la Federación Médica del Interior y, en nombre de todos los presentes y de las Cámaras 
que representamos, les agradecemos que nos hayan recibido para dar nuestra opinión sobre el proyecto de ley por el cual se 
reduce la tasa del IVA a los servicios de salud. 


Como se recordará, la imposición de este impuesto a la salud aparece con la Ley de Presupuesto. A los pocos meses, en acuerdo 
de todas las Cámaras con sectores del Gobierno y también parlamentarios, se sustituyó ese IVA por el IMESA -Impuesto Específico 
a la Salud- con una tasa del 3%, que corregía ciertas iniquidades, ciertas asimetrías que generaba la aplicación del IVA tal como 
estaba estructurado en la Ley de Presupuesto. 


En el mes de mayo de este año, con las complicaciones conocidas por todos, se aprueba la Ley N* 17.502, en donde nuevamente 
se establece un IVA del 23% a los servicios vinculados a la salud. Como dijimos en su oportunidad -y así lo hicimos saber a la 
Comisión- este proyecto tiene determinadas características que creíamos perjudiciales para el sector. Sin modificar los criterios o 
las aspiraciones de recaudación que el Ministerio de Economía y Finanzas y la Dirección General Impositiva tenían con respecto a 
este tributo, propusimos una modificación: reducir la tasa y modificar un poco la estructura del impuesto, sustituyéndolo por uno del 
10%. 


Reiteramos que esta iniciativa, tal cual está prevista en la ley de estabilidad fiscal, tenía sus asimetrías y, por ello, consideramos 
que había que tratar de imponer un sistema que fuera más neutro y que no tratara desigualmente a los sectores vinculados a la 
salud. 


Por otra parte, existían dudas interpretativas que luego fueron aclaradas en el Decreto Reglamentario, en el que claramente se 
establecía que el IVA se aplicaba no sólo a los honorarios médicos, sino en general a todos los servicios vinculados a la salud. 


También, tal como está previsto en la ley vigente, el IVA afecta al Ministerio de Salud Pública -ASSE es un gran comprador de 
servicios- al Fondo Nacional de Recursos y al Patronato del Psicópata. 


Una vez vigente el impuesto, nos pusimos a trabajar y elaboramos una serie de estudios que presentamos a distintos sectores 
legislativos. Esto se hizo a nivel del Ministerio de Economía y Finanzas y con la participación del señor Ministro de Salud Pública. 
De allí surgió el proyecto de ley que el Poder Ejecutivo finalmente remitió a consideración de este Cuerpo. 


Si bien, reiteramos, las Cámaras que representamos no están a favor de esta imposición en el sector, entendemos que este 
impuesto es, digamos, menos malo o afecta menos o tiene un impacto mucho menor y es más equitativo que el vigente. 


Como bien decía el señor Presidente, son distintas las circunstancias que han obligado a diferir el tratamiento de este proyecto de 
ley. Hoy en día nos encontramos con que el Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Economía y Finanzas, en los hechos ha 
prorrogado su entrada en vigencia -por medio del dictado de sucesivos decretos- pero no sabemos por cuánto tiempo más habrá 
disposición para ello. Desde ya aclaramos que es imperioso para el sector que las reglas de juego sean claras y firmes, para que 
podamos abocarnos a salir de otros problemas que también nos afectan. 


En suma, nosotros propiciamos ante la Comisión de Hacienda de la Cámara de Senadores que se apruebe el proyecto de ley tal 
como viene redactado por el Poder Ejecutivo y estamos a su disposición por las aclaraciones que crean pertinentes. 


SEÑOR MICHELINI.- Notoriamente este proyecto de ley del 10% de IVA es mejor que el que salió, que grava el 23%, 
independientemente de que tengamos una opinión negativa tanto de uno como de otro. En la medida que han tenido -quienes aquí 
están presentes- participación activa en la elaboración, asesoramiento y han dado información al Ministro de Salud Pública 
correspondiente, quisiera saber si han evaluado el impacto que en algunas ramas de la Medicina -no específicamente en cuanto a 
las IAMC- tendría este IVA al 10%. Digo esto porque el pago de IVA que hacen estas instituciones, como ser mutualistas y 
cooperativas médicas, como consumidores finales es muy importante. Entonces al pagar un 10%, hay un pago que ya se realizaba 
que se descuenta y, en consecuencia, el porcentaje de pago es menor. Por lo tanto, el impacto es menor y la capacidad de 
absorción del sector y de lo que se traslada al usuario es menor. 


Ahora bien; hemos recibido, sobre todo a integrantes de cooperativas odontológicas -que, como ustedes saben, el mecanismo de 
trabajo es que cada uno tiene su consultorio y la cooperativa prácticamente es una sede administrativa que paga luz, teléfono y 
algún personal administrativo- quienes nos expresaron que los propios odontólogos que trabajan por cuenta propia, los sicólogos o 
los médicos que lo hacen por su cuenta, en esta situación de crisis, han sufrido un impacto importante. Entonces si a lo que se 
aspiraba es a recaudar, si mal no recuerdo U$S 5:000.000, lo cual está dado por el traslado de la diferencia de este impuesto del 


10% en las IMAC, quisiera saber si evaluaron con el Ministro correspondiente la posibilidad de que sea menos gravoso para los 
médicos o profesionales de la Medicina que trabajan por cuenta propia o a algunas cooperativas odontológicas. Reitero mi 
inquietud sobre si evaluaron este tema o pensaron alguna solución o creen conveniente que debería buscarse una solución al 
respecto. 


SEÑOR CARLE.- La respuesta es relativamente sencilla. En realidad estos profesionales están gravados en un 23%. 
SEÑOR MICHELIN!I.- Eso está claro. 


SEÑOR CARLE.- Se contempló esa situación y se trata de una tasa más baja. Aparentemente esta sería la solución. Esta tasa 
surgió buscando un efecto de recaudación de U$S 5:000.000 o de una cifra similar tratando de buscar el menor impacto posible en 
las cuotas finales de los usuarios del mutualismo y en los profesionales independientes que bajaban del 23% que tenían con la ley 
vigente al 10% en este proyecto de ley. 


SEÑOR MICHELINI.- En la cifra de U$S 5:000.000 o similar, este gravamen del 10% de IVA a los profesionales que ejercen 
libremente la profesión, ¿cuál es el porcentaje de recaudación? 


SEÑOR CARLE.- Es bastante menor en el total de la recaudación lo que corresponde a esos profesionales. Es más, estaba 
previsto en el proyecto un sistema de pago de un ficto para los profesionales que tenían determinado nivel de facturación. Se les 
permitía un régimen parecido al de pequeñas empresas por el cual esos profesionales pueden pagar, en lugar del IVA de lo que 
facturan, un importe ficto mensual, lo que cubriría la contribución del IVA. 


En el total de la recaudación no hay muchos elementos para evaluar cuánto puede impactar este tema de los profesionales 
independientes pero, sin duda, el aporte es mucho menor que el de todas las empresas de medicina prepaga y, de alguna manera, 
hay cifras más confiables porque está vigente el IMESA y ellos son contribuyentes del mismo. 


SEÑOR EGUREN.- En ese sentido, este nuevo proyecto de ley tiene lo que se denomina un régimen simplificado que permite a los 
profesionales que tengan una facturación, en determinadas franjas, pagar determinados fictos. Además, está previsto que todos los 
profesionales que obtengan el título dentro del período de los primeros tres años, serán exonerados del pago del IVA como forma 
de amortiguar el impacto a quienes facturen poco o que recién se inician en la profesión. 


También corresponde señalar que cuando se buscó esta solución se intentó lograr que la cuota no sufriera un aumento, es decir, 
que con el IVA incluido del 10% la cuota se mantenga en los valores actuales para las Instituciones de Asistencia Médica Colectiva. 
Habrá un pequeño aumento del orden del 2%, más una solución que pasaría por el Banco de Previsión Social, para las afiliaciones 
de DISSE, que en vez de pagar el 85% de la cuota, sea el 90%. Estos temas fueron acordados en ocasión de la discusión del tema 
con los Ministerios de Economía y Finanzas, Salud Pública y la Dirección General Impositiva, por lo que se instrumentaría luego de 
promulgada la ley. Estos son aspectos importantes para que se pueda entender que la aplicación del IVA no va a suponer un 
aumento del 10% de la cuota. 


SEÑOR MACHADO.- Complementando lo que decía el contador Carle con respecto a la consulta del señor Senador Michelini 
sobre las cooperativas odontológicas, quiero expresar que es un caso similar al de las Instituciones de Asistencia Médica. En el 
momento actual ellos están absorbiendo como costo todo el IVA de los materiales, lo cual sería un caso similar al de las 
Instituciones de Asistencia Médica que absorben todo el IVA de los insumos. También tendrían la deducción de la parte que hoy no 
están deduciendo, lo que quiere decir que la incidencia en la prestación al público no sería en definitiva el 10%, sino el 10% menos 
la parte que pueden deducir de los insumos. 


SEÑOR PEREIRA.- A su vez quedaría derogado el IMESA y, por lo tanto, hoy los profesionales independientes están, de alguna 
manera, gravados por el IMESA y el IVA correspondiente a las compras de los insumos que aludía el contador Machado. Entonces 
el impacto en este caso sería aproximadamente de un 5% y no del 10% que es la tasa nominal. 


SEÑOR MICHELINI.- Reconozco que nuestros visitantes son constructores de esta solución y, digamos, los aterra que pueda caer 
un decreto aplicando la norma legal existente que si no se cambia debería regir. Esto lo entiendo. 


Otros visitantes nos hacían el planteo de que en vez de la construcción de este IVA -no sé en términos económicos o de 
recaudación cuánto sería- se eliminaran los artículos 1? y 2? y se aumentara uno o dos puntos el IMESA. De esa manera se evitaría 
todo esto y, según ellos, tendría una repercusión relativamente menor. Por esto pregunto si una solución de estas características - 
luego habrá que ver si hay mayoría para aprobarla- es mejor que la aplicación del 10% del IVA. 


SEÑOR EGUREN.- Como bien decía el señor Senador Michelini, para nosotros esa solución era satisfactoria, a tal punto que 
llegamos a proponerla por escrito ante el Ministerio de Economía y Finanzas, pero allí no tuvo la apoyatura que precisaba. 
Inclusive, nosotros hicimos los estudios económicos para ver cuánto sería la tasa de aumento del IMESA para que permitiera, 
justamente, satisfacer las necesidades recaudatorias del área. Después de una serie de cambios de expresión dentro del propio 
gobierno, se entendió que el IVA era un impuesto más conveniente que el aumento de la tasa del IMESA. 


SEÑOR MICHELINI.- Según esos estudios, ¿cuánto había que aumentar el IMESA para tener la recaudación que el Poder 
Ejecutivo pedía? 


SEÑOR EGUREN..- Un punto. 


SEÑOR GEREZ.- Otro de los aspectos que queríamos señalar es que desde el año 2000 el sector se ha visto continuamente 
sometido a incertidumbres desde el punto de vista de proyectos o leyes vinculados a la construcción de la salud. 


El proyecto de ley a consideración, de acuerdo con lo conversado con el Poder Ejecutivo, de alguna forma mantendría una 
estabilidad para el sector en ese sentido. Quiere decir que a las instituciones y a toda el área de la salud -que, como es de 
conocimiento público, hoy está tremendamente comprometida- los aspectos impositivos como la ley del 23% que tiene un tremendo 
impacto, incluso para el propio Estado, las han llevado a ese tipo de soluciones. De alguna forma, las Cámaras, el Poder Ejecutivo 
y diversos subsectores políticos han contribuido para establecer en este proyecto de ley una fórmula consensuada. Si bien nosotros 


consideramos que la salud no debe tener carga impositiva, como decían el doctor Eguren y el contador Carli, hoy tenemos el 23%, 
pero su recaudación está suspendida. Con este proyecto de ley tendríamos una estabilidad en el sistema y por un tiempo, que 
esperamos sea prolongado, pensamos dedicar nuestros esfuerzos a otros aspectos de la salud que están muy complicados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos mucho el asesoramiento brindado. Una de las conclusiones que, seguramente, todos 
podemos compartir es que resulta urgente que haya reglas de juego estables y claras, y no decretos que cada 30 días suspendan 
la aplicación del, ya aprobado, IVA del 23%. Procuraremos, por lo menos, alcanzar este objetivo a la brevedad. Reitero nuestro 
agradecimiento por el asesoramiento brindado a la Comisión. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 11 y 43 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


